Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 17 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado integrada con la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 
de la Cámara de Representantes tiene el agrado de recibir a los representantes del Instituto del Suelo Urbano. Asimismo, damos la 
bienvenida a nuestro país y a esta Casa, que es la de todos los uruguayos, al profesor Fernándes, a la profesora de Moraes 
Alfonsín y a la profesora Maldonado, que son tres invitados extranjeros de relevancia, cuyos currículum adjuntaremos a la versión 
taquigráfica. 


Antes de comenzar queremos informarles que algunos señores Legisladores aún no han llegado porque es complicado combinar el 
horario de las dos Cámaras; de todos modos, como contamos con la versión taquigráfica, tendrán acceso a lo que aquí se diga. Por 
lo tanto, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA VIANA.- Quien habla representa al Instituto del Suelo Urbano que es uruguayo y que ha sido muy recientemente creado 
para realizar trabajos de investigación, de difusión y sobre todo, para intentar generar un área de debate en materia de la 
especificidad de los problemas inherentes al suelo urbano, en particular, aquellos referidos a la existencia de criterios informales 
que se aplican en algunas de nuestras ciudades, tema que nos parece totalmente relevante desde el punto de vista de las 
prioridades que deben encararse. 


El ISU se creó justamente para encarar el diálogo de todos los actores involucrados en la creación y gestión del suelo urbano, en 
especial de aquellos que normalmente no participan en las mismas áreas de debate. Me refiero no solamente a aquellos que están 
construyendo la ciudad informal sino también a algunas ramas de actividad como, por ejemplo, la Cámara de la Construcción, los 
promotores privados y los agentes inmobiliarios. En base a ese debate, se quiere generar a nivel del país un proceso de 
actualización de conceptos. 


Dentro de esa postura y como primer actividad pública, hemos contado con el apoyo del Lincoln Institute of Land Policy de la 
ciudad de Cambridge, Massachusetts, Estados Unidos. Esta es una fundación instituida por la familia Lincoln, que justamente se 
ocupa de la especificidad del suelo construido y dotado por el hombre de infraestructura, es decir, del suelo urbano. En ese sentido, 
se ha desarrollado realmente una poderosa herramienta de trabajo al respecto para América Latina, entre ellas una red que se ha 
extendido en nuestro país por la cual se realiza un intercambio muy dinámico de los avances que se producen en materia del suelo 
urbano en cada uno de los países de este continente. 


En realidad, el Seminario que acaba de culminar y al que han concurrido los invitados que hoy nos acompañan, ha sido 
coorganizado por el Instituto del Suelo Urbano del Uruguay y por el Instituto Lincoln. Nos pareció de suma importancia traer a dos 
Comisiones -que tienen dentro de sus cometidos el estudio de una ley marco de ordenamiento del territorio que es nueva para 
nuestro país- a tres expertos internacionales de vasta experiencia. 


El doctor Fernándes es el coordinador general de la red latinoamericana del Instituto Lincoln. Quiere decir que, además de toda su 
formación específica como jurista respecto a lo que recientemente se ha creado como una nueva rama del Derecho que es el 
Derecho Urbanístico -separándolo del Derecho Civil y del Derecho Administrativo- se suma el hecho de que es el coordinador de la 
red latinoamericana. En realidad, toda la información sobre los distintos procesos referidos a la gestión del suelo urbano en América 
Latina se encuentra en manos del doctor Fernándes. 


Otro de nuestros invitados es la doctora de Moraes Alfonsín que ha trabajado junto con el doctor Fernándes y una gran cantidad de 
juristas brasileños, en la elaboración de una nueva norma cumpliendo un precepto constitucional de Brasil, que es el Estatuto de 
las Ciudades, que es el que regula la gestión y la construcción del suelo urbano. 


La tercera invitada es la doctora Maldonado, quien nos puede informar cómo han variado a partir de la Constitución de Colombia - 
de donde es oriunda- los instrumentos, concepción y procedimientos respecto al suelo urbano y al Derecho Urbanístico. 


Agradezco enormemente la posibilidad de poder comunicar directamente a las Cámaras de Senadores y Representantes de 
nuestro Poder Legislativo estas experiencias. 


Por otra parte, desde ya quedamos a las órdenes para establecer los vínculos que se consideren necesarios, al tiempo que les 
vamos a hacer llegar la totalidad de las exposiciones realizadas en el Seminario y cualquier otra información. 


SEÑOR FERNANDES.- En primer lugar, voy a pedir disculpas porque voy a hablar en portugués porque no hablo español en forma 
correcta. 


Es un gran honor estar aquí para transmitir lo que se ha realizado en Brasil a lo largo de las últimas dos décadas, caracterizadas 
por la construcción de un nuevo marco jurídico institucional. Hoy estoy representando uno de los resultados de ese proceso de 
construcción, que es la creación por el Presidente Lula en enero de este año del Ministerio de las Ciudades, que es el 
reconocimiento de la necesidad de organizar en el Gobierno Federal una instancia para enfrentar las gestiones territoriales. 


Dentro del marco jurídico que está siendo construido en Brasil a lo largo de las últimas dos décadas, existen varios factores que 
están interrelacionados, cuatro de los cuales quiero destacar por ser los principales. 


El primer factor que quiero destacar, es que en Brasil resulta necesario promover mayor integración entre las políticas públicas, 
entre los órganos públicos, por ejemplo, los Ministerios, que tratan materias de interés público. Incluso, la integración hace 
necesario que se deba llegar a las instancias de un presupuesto. Nuestra intención y esfuerzo consiste en la integración de la 
acción del poder público. 


Un segundo factor es que esa acción integrada del poder público debe darse de forma articulada entre los niveles 
gubernamentales. Como ustedes sabrán, el Brasil es una federación en donde se dan tres niveles gubernamentales: la Unión, los 
Estados y los Municipios. En el Brasil los Municipios son cada vez más autónomos; tienen mucho poder político y mayor poder 
financiero. Sin embargo, el esfuerzo mayor que se hace hoy apunta más en el sentido de la articulación federativa, creando canales 
de relación sistemática y fluida entre los Municipios, los Estados y la Unión. En lugar de competencias aisladas y fragmentadas, se 
procura crear más procesos de relación y de cooperación entre los niveles gubernamentales. 


Un tercer factor tiene que ver con que el reconocimiento de la necesidad de un proceso de toma de decisiones que van a constituir 
el orden público se caracterice por formas diversas de participación popular en todas las etapas, en todas las formas, en todos los 
niveles gubernamentales. Ahí debo hacer un énfasis significativo. 


Un cuarto factor es el reconocimiento que en los últimos veinte años en el Brasil existía una separación muy grande entre el 
desarrollo de los planes de desarrollo socioeconómicos por un lado y, por otro, los que tienen que ver con el desarrollo territorial. En 
una palabra, no había una debida compatibilidad entre planes de desarrollo socioeconómicos y territoriales. Una de las grandes 
banderas del Gobierno brasileño es territorializar las políticas públicas, tanto sociales -tales como salud, educación y medio 
ambiente- como socioeconómicas, que tienen que ver con la generación de ingresos y de empleo. Ese esfuerzo es hoy muy 
significativo en el Brasil. Ya no es posible, por ejemplo, pretender hacer políticas ambientales sin que tengan territorialidad; de la 
misma forma sucede con las políticas económicas. Esa territorialización debe darse, sobre todo, en un contexto de ciudades, en la 
medida en que, actualmente más de un 80 % de los brasileños vive en ellas. 


La combinación de esos factores -mayor integración de las políticas públicas, mayor articulación intergubernamental, más 
participación popular y, asimismo, mayor integración entre los planes de desarrollo socioeconómico con los de desarrollo territorial- 
culminó con la creación, en la Constitución de 1978 del Brasil, de un Capítulo original en la historia constitucional brasileña de 
determinación de los principios de la política territorial urbana. Se trata de un Capítulo que, en gran parte, fue una conquista de la 
sociedad brasileña porque fue el resultado de una enmienda popular firmada por centenas de millares de personas, entidades, 
organizaciones de Brasil, y que fue en parte acatada por los constituyentes. 


Ese Capítulo sobre política territorial urbana en el Brasil tiene tres características principales. La primera de ellas, es el 
reconocimiento, de manera explícita -algo que nunca había sucedido en la historia del Brasil- del principio de la función social y 
ambiental de la propiedad y de la ciudad. Principio que hasta entonces era una mera figura de retórica y que, a partir de 1978, tuvo 
una materialización. Digo esto, porque ahora hay instrumentos, procesos y mecanismos que permiten que esa idea de la función 
socioambiental de la propiedad sea efectivamente materializada en el Brasil. 


Un segundo principio es la gestión democrática de los territorios. En ese sentido, hay varios mecanismos, que van desde un 
presupuesto participativo, audiencias públicas, enmiendas populares en materia de leyes y una serie de procesos garantizados 
para que esa idea de gestión democrática sea materializada. 


Finalmente, un tercer punto de este Capítulo constitucional es el reconocimiento del derecho de la regularización de los 
asentamientos informales, de un derecho social constitucional de aquellos brasileños que durante muchas décadas vienen viviendo 
en esos lugares, sea en áreas privadas o públicas. Esos instrumentos también fueron creados para que esos derechos de morada 
fueran reconocidos. 


La Constitución de 1978 debía ser reglamentada para que fuera debidamente aplicada. Durante cerca de once años en el 
Congreso Nacional brasileño hubo un gran proceso de negociación, de discusiones y de concepciones diversas, hasta que en 2001 
fue aprobado ese nuevo marco jurídico que se ha dado en llamar Estatuto de la Ciudad. Esa nueva Ley Federal Nacional es válida 
para todo el país y puede ser adaptada por los Municipios a sus realidades, pero sus principios valen para todo el territorio 
nacional. Se trata, exactamente, de un nuevo marco que propone esa mayor integración entre los planes de desarrollo 
socioeconómico y los de desarrollo territorial a la luz de los principios de integración, de la participación y de la función social de la 
propiedad. Hoy en el Brasil todos los Municipios tienen que formular esos planos directores de ordenación y de desarrollo territorial 
en procesos participativos. El contenido de esos planes municipales va a determinar la extensión del reconocimiento de los 
derechos de la propiedad, de modo que así se medirá la compatibilidad entre los intereses individuales y otros de carácter social, 
ambiental, cultural en cuanto a la utilización de la tierra y del territorio. 


Es una ley muy importante que está siendo aclamada internacionalmente e, inclusive, en congresos internacionales, Brasil recibió 
premios internacionales por haber aprobado esa ley y, ahora, con un nuevo Gobierno, es el momento de materializar los principios 
de esa ley. En este sentido, están aconteciendo tres o cuatro movimientos importantes. El primero es que el Poder Ejecutivo de 
Brasil creó un Ministerio de las ciudades. Al respecto, quiero decir que en el ámbito federal de Brasil no había una instancia que 
tratase las cuestiones del territorio de manera integrada y comprensiva; sí había programas sectoriales, fragmentarios y, 
específicos, sobre algunos aspectos de la gestión del territorio. Hoy existe el esfuerzo de pensar en la ocupación territorial y en el 
desarrollo del territorio en áreas urbanas y rurales, de manera más integrada. En el ámbito del Poder Legislativo de Brasil existe 
una Comisión de Desarrollo Urbano Interior -que se correspondería con lo que es ésta- que está ganando mucho en 
reconocimiento e influencia. Por ejemplo, la Comisión de asuntos ligados al medio rural, la llamada bancada ruralista, antes era 
mucho más influyente y poderosa, porque hay que tener presente que Brasil es hoy un país esencialmente urbano. Además, hoy es 
muy evidente el crecimiento de la influencia y de la importancia de esa Comisión de Desarrollo Urbano Interior. 


También el papel del Poder Judicial está siendo muy fortalecido; Brasil creó en 1985 y, después, la Constitución de 1978 consolidó, 
a través del Estatuto de la Ciudad, la idea de los intereses difusos en materias urbanísticas, ambientales y sociales. Esto significa el 
reconocimiento de derechos colectivos para la defensa de intereses que son comunes a todos, quebrando con la tradición jurídica 
de los derechos individuales. Un instrumento por excelencia para lograr esto es el que se denomina acción civil pública que es un 
mecanismo procesal muy interesante que puede ser iniciado tanto por individuos, por asociaciones como, por ejemplo, ONG u 
otras asociaciones colectivas, así como también, por el Ministerio Público que, es una institución muy importante en Brasil ya que 
hoy es casi un cuarto Poder, en la medida en que, para la Constitución de 1988 no está ligado a la estructura de un Poder Ejecutivo 
como era el caso, en el pasado, del Poder Judicial. Un Ministerio Público es una nueva institución cuya naturaleza es un poco 
indefinida, que se está constituyendo en representación de un orden público que no se reduce al orden estatal, es decir, no se 
reduce solamente a los intereses del Estado. Entonces, este Ministerio es muy activo en Brasil y en varias formas, sobre todo, en 


materias urbanísticas, ambientales y sociales; además, el instrumento por excelencia para la acción judicial en un Ministerio Público 
es la acción civil pública. 


Finalmente, el cuarto proceso importante que está en marcha es el que respondió a la convocatoria de un Ministerio de las 
Ciudades. Los municipios y las comunidades locales brasileñas se están organizando a través de un proceso que se denomina: 
Conferencia de las Ciudades. Todos los municipios fueron convocados para organizarse y discutir los temas más importantes de la 
política territorial, urbana y social de cada municipalidad de Brasil. Cada municipio elige los delegados que van a participar de las 
conferencias estaduales. En el mes de octubre se va a realizar en Brasil ese gran encuentro de alrededor de tres mil delegados en 
la Conferencia Nacional de Ciudades. Nuestras expectativas al respecto eran que en ese primer año se presentasen cerca de 
trescientos o cuatrocientos municipios y organizaciones. Brasil tiene más de cinco mil municipios y, para nuestra sorpresa, dos mil 
son los que se están organizando. Este va a ser un proceso, muy rico, de movilización y estos delegados van a tratar, punto por 
punto, las políticas territoriales que están siendo formuladas por el Gobierno federal. Los invitamos a que ustedes acompañen de 
cerca, si es posible, ese proceso que para nosotros está siendo muy revelador y muy promisor, y que se va a realizar en octubre en 
Brasil. Todo esto nos va a dar una visión general de cómo la discusión sobre la importancia y la centralidad de las políticas 
territoriales que, para Brasil, fue de gran destaque y, ahora, está siendo materializada en una legislación y una reestructuración 
política institucional del Gobierno y en las formas de articulación entre los gobiernos, y entre los gobiernos y la sociedad civil 
brasileña. 


Muchas gracias. 


SEÑORA DE MORAES.- En primer lugar, quiero decir que soy asesora jurídica de la Secretaría de Planeamiento Urbano de la 
Municipalidad de Porto Alegre, en Río Grande Do Sul. Voy a complementar la exposición de mi compañero sobre nuestro país. 


Al respecto, quiero decir que tenemos una realidad en las ciudades, que merece una atención especial. En verdad tenemos 
160:000.000 de personas que viven en Brasil y el 83% de ellas habitan hoy en las ciudades. De este 83 %, el 30% en los mejores 
casos y el 70 % u 80%, viven de manera irregular e ilegal en las ciudades. Nuestras ciudades son producidas a rebeldía de la ley. 
Entonces, este proceso fue motivado por la constatación de que es imposible hacer una política urbana en Brasil, sin partir del 
reconocimiento de la producción informal de la ciudad. En primer lugar, tenemos que reconocer que nuestros ciudadanos no tienen 
acceso -ya sea vía mercado o a través de políticas estatales- a una vivienda regularmente producida. Esto les origina una situación 
de subciudadanía, porque no tienen tampoco una dirección, lo que les dificulta el acceso a los empleos, a las escuelas y, a créditos. 
Esta situación motivó a los movimientos sociales en Brasil, durante el proceso constituyente, a hacer esta enmienda de que 
hablaba nuestro compañero, que después fue reglamentada. Hoy tenemos una regulación federal, que es el Estatuto de la Ciudad, 
que introdujo una reglamentación muy nueva en nuestro país y absolutamente comprometida con un cambio en lo que respecta a 
esta situación. No sólo tenemos que reconocer la producción informal de las ciudades sino garantizar también, a la gente, la 
oportunidad jurídica de ser integrada e incluida a la ciudad formal. Entonces, tenemos en esa ley un compromiso muy fuerte con la 
regularización de los asentamientos informales. Aunque no conozco en profundidad la realidad del Uruguay, creo que el crecimiento 
de la ciudad informal es una realidad que se da en todos los países de América Latina. 


Entonces, la contribución que deseaba hacer en esta reunión en la que me honro de participar y en la que se pone de manifiesto 
este proceso que ustedes están viviendo de discusión, tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes, de una ley 
nacional de ordenamiento territorial, es que tengan la preocupación de contemplar la cuestión de los asentamientos informales y de 
traer no solamente directrices que garanticen el reconocimiento de los asentamientos, sino también que ello se traduzca en 
herramientas concretas como el hecho de que la prescripción adquisitiva tenga un plazo más corto a fin de que la gente tenga 
acceso a una vivienda digna y al derecho a la misma a través de un proceso de titulación y de calificación de los asentamientos vía 
una reglamentación que no solamente se preocupe por la titulación de la vivienda, sino también por la urbanización y el 
mejoramiento de los barrios. Esa es una realidad de América Latina, que debemos tener en cuenta. 


Además, me gustaría remarcar la importancia de que esta ley contemple la preocupación de traer a la gente a la discusión. Es 
bueno pensar en mecanismos que permitan que la gente participe de la discusión, en sus ciudades, sobre la gestión de las 
mismas. Me parece que eso es muy importante en nuestro contexto latinoamericano, donde tenemos una historia de centralización 
del poder en las ciudades y la gestión muchas veces fue hecha por pocos y para pocos; asimismo, tenemos que hacer un cambio 
real para llegar a ciudades que, realmente, sean más justas y sostenibles, que también sean más democráticas y que tengan 
mecanismos de incorporación de la gente y de la palabra de la población en los procesos de toma de decisiones. 


En ese sentido, mi compañero señalaba antes que esta ley federal puede traer en su cuerpo un compromiso fuerte con todo ello. 
Trabajo en una Municipalidad de Brasil y acompaño esta experiencia municipal de Porto Alegre desde hace 14 años. Por eso, digo 
que una ley federal es fundamental como apoyo a las acciones y a las prácticas políticas de los municipios. Por ejemplo, en Porto 
Alegre tenemos una experiencia pionera en la aplicación de instrumentos de intervención urbana de captación de plusvalías, de 
democratización de la gestión de la ciudad y de acceso a tierras y a la vivienda, pero todo eso no tenía seguridad jurídica antes de 
la ley. Entonces, por más que en las ciudades se tenga voluntad política de hacer cosas que mejoren la situación de la población, la 
calidad de vida y la justicia social en el territorio, todo ello se queda muy limitado sin el aporte de una legislación de nivel federal. 
Para nosotros, la aprobación del estatuto de la ciudad fue un aporte fundamental. 


Justamente, en esta reunión y en mi calidad de testigo, quería dejar algunas palabras sobre la importancia del trabajo que ustedes 
están haciendo en las Comisiones de las Cámaras de Representantes y de Senadores al discutir y analizar esta ley. En lo posible, 
sugiero que traten de abrir esta discusión para que también puedan analizar esta ley de ordenamiento territorial con los actores 
sociales que producen las ciudades e intervienen en el suelo urbano, a efectos de que la construcción de la norma pueda ser lo 
más democrática posible. Deben tener en cuenta la importancia de esta discusión para que las ciudades en el Uruguay puedan dar 
un paso adelante en el camino tendiente a que las propias ciudades y los territorios urbanos en su país se tornen más sostenibles y 
más justos. Les digo que en nuestra experiencia en Porto Alegre, la aprobación de la ley federal fue un aporte fundamental. 


Muchas gracias y estoy a disposición para evacuar las preguntas que deseen formularme. 


SEÑORA MALDONADO.- Buenas tardes y muchísimas gracias por permitirnos participar en esta reunión; a mí también me honra y 
me satisface estar aquí. 


Toda la legislación colombiana en estos temas es muy profusa; se ha legislado mucho en la última década y todo es muy complejo. 
Por ello, voy a tratar de resaltar los aspectos más importantes y los que yo creo que se relacionan más directamente con el debate 
en el que ustedes están inmersos. 


En principio, deseo hacer referencia a un aspecto más general, y es que cuando se habla de ordenamiento territorial, al mismo 
tiempo, se puede hablar de muchas cosas. Tiene sentidos diferentes y en Colombia los hemos asumido y discutido todos. El 
primero de ellos refiere a aspectos de organización político administrativa de un país que nos remite a temas de distribución de 
competencias, de distribución de recursos, de posibilidades de reorganizar un país al nivel de entidades territoriales. Desde que se 
aprobó la Constitución de 1991, se ha venido discutiendo en Colombia el proyecto de Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial en 
lo político administrativo, sobre el que todavía no ha habido un pronunciamiento, porque su estudio ha quedado en un aspecto muy 
restringido, justamente, por sólo hablar de competencias o de distribución de recursos entre los distintos niveles de Gobierno, no 
apuntando -a pesar de que era muy importante como tema en la Constitución de 1991- a resolver problemas reales. 


Al mismo tiempo, tenemos el ordenamiento territorial como planificación territorial; es la ordenación del territorio de los españoles o 
de la "aménagement du territoire" de los franceses, que en Colombia entra y se sobrepone a toda esa discusión, de tiempo atrás, 
de la organización político administrativa, y toma mucha fuerza. No lo hace sólo como un enfoque de planificación, sino que está 
muy ligada a temas de reforma urbana y de gestión del suelo, que sería la tercera acepción de ordenamiento territorial. Me refiero a 
cómo se regula el suelo, cómo se interviene en el mercado del suelo. 


En Colombia, pues, está radicada esa discusión de planificación territorial con una ley de reforma urbana que había sido aprobada 
en 1989, luego de un largo proceso de casi cuarenta años. No hay que tener, entonces, temor a estos procesos largos de reforma. 
Al principio de la década del 60 se presentó el primer proyecto de ley de reforma urbana, que establecía la obligatoriedad de 
formular planes a nivel municipal, unido a un conjunto de instrumentos de intervención en el mercado de la tierra. La idea siempre 
ha sido asegurar estos propósitos de superar la ciudad informal y hacer una ciudad más justa, más solidaria y más sostenible, 
pasando por instrumentos muy claros de intervención en el mercado de la tierra y de definición del régimen del derecho de 
propiedad, porque, de otro modo, simplemente nos quedaríamos en los propósitos, en los grandes objetivos o en el tema de las 
competencias, que no bastan para cambiar las relaciones sociales en torno a todo lo que tiene que ver con lo territorial. 


Esta Ley de 1989, de reforma urbana, luego de aprobarse la Constitución de 1991, se sumó a la preocupación por una planificación 
territorial y dio origen a la Ley N* 388 de 1997, denominada: de Desarrollo Territorial. Es una ley que sigue siendo, básicamente, de 
reforma urbana. No hemos querido perder esa idea original que implicó un proceso de discusión en el que participaron todas las 
fuerzas sociales, para aprobar una ley de reforma urbana. 


¿Cuáles son los cambios importantes que trae la Constitución de 1991 y que se concretan en esta Ley de 1997? La Constitución de 
1991 refuerza la idea de función social de la propiedad que teníamos desde la reforma de la Constitución de 1936. Muchas 
Constituciones occidentales dicen que la propiedad "tiene" una función social o que "está sometida" al ejercicio de una función 
social, pero en Colombia la propiedad "es" una función social. Es decir que el estatuto jurídico establece que la propiedad es una 
función social. Se respeta la propiedad privada en el marco de las relaciones individuales, pero cuando entran en juego temas de 
interés colectivo, se define claramente como una función social, al punto de que podemos afirmar -esto ha sido ampliamente 
reforzado por la jurisprudencia constitucional y aclaramos que ahora en Colombia tenemos una Corte Constitucional- que en 
Colombia la propiedad no es un derecho fundamental, sino un derecho-deber. Prácticamente, la propiedad no sería un derecho, 
sino que lo que garantiza el ordenamiento jurídico colombiano es su función social, a lo que se le añade en la Constitución de 1991, 
la función ecológica. Esto ha sido un cambio profundo en términos de incorporar responsabilidades en la propiedad. Creo que en 
estos momentos son motivo de debate a escala mundial, ciertos enfoques que tienden a pensar que se crea bienestar social 
reforzando los derechos de propiedad, versus otros que piensan y proponen -y han logrado plasmar en muchos ordenamientos 
jurídicos- como lo más importante, el incorporar responsabilidades en ese supuesto derecho absoluto que consagra el Código Civil. 
La Corte también ha hecho que en Colombia la dimensión civilista de la propiedad sea ya una mera referencia histórica totalmente 
superada en nuestro ordenamiento jurídico. Finalmente, la Constitución de 1991, en estos temas, consagró como un derecho -en el 
capítulo de los derechos colectivos- no sólo el derecho al medio ambiente, sino también el derecho a participar en las plusvalías 
derivadas de la acción urbanística del Estado. Es decir que se trata de un derecho incluido en el capítulo de los derechos 
colectivos, que ejercen las entidades públicas, obviamente, en nombre de la colectividad. 


A partir de estos principios, también se estableció que en los casos de expropiación se consultará para definir las indemnizaciones 
y los intereses, tanto del afectado por la expropiación, como de la comunidad. 


Posteriormente, la Ley N* 388 de 1997 reorganizó el sistema de planeación territorial y lo crea porque hasta ahora, desde la 
Constitución de 1991, teníamos el sistema de planeación del desarrollo económico y social. Esto se hace uniendo los dos sistemas 
en lo que, como señalaba Isabel anteriormente, sería la territorialización de las políticas públicas. Se crea entonces un Plan 
Nacional de Desarrollo que da el marco general y que, además integra el Programa de Gobierno del Presidente, al igual que ocurre 
a nivel de los gobernadores y con los alcaldes. El Programa de Gobierno se plasma en un Plan de Desarrollo cuyo cumplimiento 
está sujeto inclusive a revocatoria del mandato. Hay un Plan de Desarrollo Departamental y uno Municipal que maneja el desarrollo 
económico y social, y un Plan de Inversiones. Asimismo, hay un Plan de Ordenamiento Territorial que es local, de nivel municipal y 
que está sometido a directrices o determinantes de mayor jerarquía en los temas de importancia nacional como, por ejemplo, medio 
ambiente, patrimonio histórico, grandes equipamientos, sistema vial y de servicios públicos domiciliarios y derechos territoriales de 
comunidades indígenas y de comunidades negras. Estos son, reitero, determinantes o directrices de mayor jerarquía, pero son los 
alcaldes sometidos también a procesos de participación, quienes adoptan los planes de ordenamiento municipal con una vigencia 
de nueve años -por lo que abarcan a tres administraciones de alcaldes, que en Colombia son de tres años- y articulan el plan de 
ordenamiento concreto lo que van a hacer en su período con el Plan de Desarrollo Económico y Social. Entonces se produce una 
articulación muy clara con la planeación económica y social y se define un sistema de reglas de juego claras en lo que respecta a 
ordenamiento territorial como competencia básicamente local y un sistema de directrices. Al respecto, tenemos corporaciones 
autónomas regionales que manejan lo ambiental que no dependen absolutamente de ninguno de los niveles. En el Consejo 
Directivo participan desde los gobernadores y los alcaldes, hasta la sociedad civil, los que también tienen una cierta autonomía y 
definen el tema en los aspectos ambientales. 


El logro más importante fue que se reforzó, afinó y le dio realmente posibilidad de aplicación al conjunto de instrumentos del suelo. 
Al respecto, la ley concretó dos principios adicionales, por lo que se terminaron estableciendo : el principio de la función social de la 


propiedad y el de la prevalencia del interés colectivo sobre el particular e, inspirándose en la legislación española del suelo, se 
añade el principio de distribución equitativa de cargas y beneficios derivados del desarrollo urbano y el de la función pública del 
urbanismo. En torno a estos cuatro principios se estructura esta articulación entre planeación territorial u ordenamiento territorial y 
gestión del suelo. Allí, básicamente, la técnica o el instrumento que utilizamos es el de la reparcelación o reajuste de tierras. Es un 
urbanismo, en tanto función pública, que tiene que superar los límites del predio individual y del proyecto urbanístico particular. 
Estos se definen mediante la identificación de las cargas que debe asumir el propietario. Este es otro de los efectos del cambio que 
hemos tenido y consiste en la separación del derecho de construir y el de urbanizar, del derecho a propiar. El propietario no puede 
pensar que "per se" tiene incorporado en su derecho el de construir o urbanizar. Esto lo define el Plan en sus condiciones y se llega 
así al derecho de construir, que se concreta como situación jurídica consolidada en la licencia o el permiso de construir, a partir de 
la asunción de las cargas que el Plan impone. La planeación siempre genera inequidades y la reparcelación las resuelve, tanto a 
nivel de los propietarios entre sí, como entre estos y el interés colectivo, primando siempre este último. En tal sentido, los 
propietarios tienen que dar las redes principales de servicios públicos con cargo a los procesos de urbanización, de incorporación 
de suelos para usos urbanos, o de transformación, renovación o consolidación al interior de la ciudad ya construida. Deben 
asegurar la redes matrices de servicios públicos domiciliarios, sobre todo agua y saneamiento y, además, cumplir con las cargas 
locales -las llamamos "tradicionales del urbanismo"- hacer las cesiones obligatorias gratuitas para parques, equipamientos, áreas 
libres, etcétera. Se combina entonces ese nivel de cargas generales con el de cargas locales en un sistema de reparcelación, de 
manera que se distribuyan equitativamente las cargas y los beneficios. En consecuencia, los aprovechamientos urbanísticos y el 
derecho de construir que normalmente el propietario pensaba que le pertenecían "per se", se distribuyen en el interior del Plan de 
manera equitativa. 


Actualmente estoy asesorando a la Alcaldía de Bogotá en un proyecto que apunta a aplicar de manera integrada estos 
instrumentos de gestión del suelo para generar suelo urbanizado para vivienda de interés social. En Bogotá tenemos los problemas 
que surgen de una ciudad que tiene en este momento 31.000 hectáreas ocupadas, de las que un 40% a un 50% fueron 
desarrolladas por los urbanizadores "piratas", tal como los llamamos en Colombia. Por su parte, los procesos de mejoramiento de 
barrios son costosísimos y sale tres a cinco veces más mejorar un asentamiento, que proveer de suelo nuevo para construir 
viviendas de interés social. 


El proyecto que estamos elaborando ahora tiende, justamente, a que lo que siempre hace el Estado que es comprar tierras a 
precios elevados para construir viviendas de interés social o equipamientos, se sustituya por un gran plan parcial con inversiones a 
cargo de los propietarios pero, como se trata de una zona con vocación de vivienda popular, se establece que las inversiones en 
vías, en saneamiento y en aguas -estas últimas ya se han concretado- sean realizadas con aporte público, el que estará incluido en 
ese plan parcial, con lo que se vuelven aprovechamientos urbanísticos a favor de la municipalidad. 


Estamos hablando de un total de 660 hectáreas de las cuales, 166 hectáreas, corresponden al primer plan. A su vez, de éstas, 120, 
están destinadas a usos públicos como, por ejemplo, las zonas de protección ambiental o dependientes -porque, de otra forma, 
serían de riesgo- los parques, los colegios, etcétera. Por su parte, a los propietarios se les va a ofrecer la parte más rentable, como 
ser la del comercio, la de la oficina y la de la vivienda multifamiliar. Con la inversión, el Municipio va a poder hacerse propietario de 
32 hectáreas -de las 47 que van a ser útiles- para poder desarrollar la oferta de lotes urbanizados. De esta manera, la ley comienza 
a concretar la distribución de cargas y beneficios, a diferencia de lo que ocurre ahora, donde la infraestructura está a cargo del 
Estado, a fondo perdido, o que la tierra se expropia o se adquiere -en este sentido, cabe indicar que nosotros tenemos procesos de 
enajenación voluntaria previos a la expropiación- a costos muy altos que hacen imposible sostener en el tiempo estos programas, 
máxime si tenemos en cuenta que los presupuestos públicos son cada vez más escasos. 


A esto apunta la ley; es decir, a la recuperación de plusvalías que está consagrada en la Constitución. Reitero que esto se ha ido 
concretando en la ley a través de diversos mecanismos. Por ejemplo, en Bogotá, esta iniciativa es parte de un anuncio del proyecto 
y, en este momento, estamos realizando avalúos de referencia a precio rural, porque la ley colombiana dice que para todos los 
instrumentos de gestión del suelo se trabaja con la noción de valor comercial de la tierra, pero sometido a la normativa urbanística 
vigente. O sea que partimos de un suelo rural que queda como precio de referencia y, a los efectos de lograr la transparencia en el 
mercado, lo vamos a publicar en Internet, en las Notarías y en las Oficinas de Registros, para hacerlo público. De ahí en más, si las 
personas no entran voluntariamente al plan parcial, se puede expropiar al valor de la tierra rural, porque si el propietario no realiza 
ninguna inversión, no se puede apropiar de los derechos urbanísticos. Esta es una forma de captación de plusvalías, mientras que 
los otros, corresponden a los sistemas de distribución de cargas y beneficios en los planes parciales. Asimismo, si el propietario no 
quiere entrar, se puede hacer una declaratoria de desarrollo prioritario en donde, si después de tres o cinco años -según los casos- 
no ha desarrollado, se somete a una subasta, al precio que tenía la tierra al momento que se definió dicha declaratoria. Finalmente, 
hay un gravamen o una contribución especial que requiere aprobación del Concejo Municipal. Aquí se establece que en todos los 
casos, con plan parcial de iniciativa pública o privada, con cualquier tipo de desarrollo urbanístico, el Municipio puede volver 
colectivo entre un 30% y un 50% -según lo apruebe el Consejo- los incrementos en los precios de la tierra derivados de cambios en 
la clasificación del suelo, de la autorización de usos más rentables o de un mayor aprovechamiento del suelo. 


Este es a grandes rasgos el abanico de posibilidades de instrumentos de gestión del suelo. Podemos decir que todo nuestro 
esquema está estructurado en torno a la recuperación de plusvalías. En este sentido, tenemos una larga tradición en la aplicación 
de la contribución de mejoras o de valorización -como nosotros la llamamos- que, desde la década del 20, permitió financiar buena 
parte de la infraestructura vial en las grandes ciudades. En Colombia, aunque el debate en este tema se ha tornado difícil y existe 
mucha resistencia al respecto, se ha madurado mucho en cuanto a sofisticar los mecanismos de planeación y afinar los temas de 
competencia; estos no son suficientes si no van acompañados de un régimen claro del derecho de propiedad, que lo puede hacer 
el plan. Ustedes me podrán decir que tenemos una Constitución que establece que la propiedad es una función social y que las 
plusvalías son un derecho de la colectividad. Este es un tema que nosotros hemos discutido mucho, más allá de que apliquemos 
un principio civilista. El Código Civil desde siempre ha indicado que la propiedad es un derecho a usar, abusar y disfrutar, sometido 
a los límites de la ley y los reglamentos. Hay muchos autores que dicen que la idea de un derecho absoluto de la propiedad fue un 
mito y que en realidad nunca existió. Por otro lado, está el principio civilista del enriquecimiento sin justa causa del propietario, del 
cual, prácticamente se derivan mecanismos de posibilidad de recuperación de plusvalías, aunque no tengamos una Constitución 
tan avanzada -que sería lo ideal- como la de Brasil o la de Colombia. Alguien dijo ayer en la Conferencia que hemos perdido la 
noción de lo comunal que tenía la legislación española. Entonces, debemos recuperar la idea de "común", "comunal", "comunitario" 
y "colectivo", que es muy importante y está en Estatutos tan necesarios para replantear, como es el Civil. De esta manera, hay que 


establecer que la expropiación no puede ser una causa injusta de enriquecimiento y, en ningún caso, la acción urbanística puede 
producir enriquecimientos injustificados en el propietario en detrimento de los patrimonios públicos. 


SEÑORA BARREIRO.- En primer lugar, quiero agradecer la presencia de nuestros visitantes, pues me parece interesantísimo lo 
que han manifestado. 


Más que formular una pregunta, lo que deseo es saber si nos pueden hacer llegar -más allá de que esa información la podemos 
rastrear de alguna manera- las leyes tanto de Colombia como de Brasil, así como la norma constitucional que, a mi juicio, es la 
dificultad más grande que podríamos tener en nuestro país para tratar de legislar en este sentido. Digo esto porque en el Senado 
se está elaborando la ley de ordenamiento territorial nacional, mientras que en la Cámara de Representantes tenemos un proyecto 
de ley -ambos presentados por el Gobierno- que trata de flexibilizar un poco el régimen jurídico de la propiedad para adaptarlo a la 
realidad aplastante que tenemos de los asentamientos irregulares. O sea que contar con esta información nos sería de gran utilidad 
al respecto. 


SEÑOR RIVEROS.- Me gustaría saber en cuánto se estima actualmente la población de Colombia, así como la que vive en zona 
urbana. 


SEÑORA MALDONADO.- En Colombia resulta un poco difícil dar estas cifras porque no tenemos Censo desde el año 1993 y 
crecemos mucho. Sí puedo decirles que Colombia tiene una población de entre 42:000.000 y 44:000.000 de habitantes y la tasa de 
urbanización se ubica en el entorno del 70% a 75%. 


Bogotá, su capital, se acerca a los 6:000.000 de habitantes y el área metropolitana o ciudad región -como se la denomina- se ubica 
en 8:000.000 u 8:500.000 de habitantes. 


Luego hay tres ciudades que tienen alrededor de 2:000.000 de habitantes y otras cincuenta ciudades que tienen entre 100.000 ó 
200.000 a 1:000.000 de habitantes. Además, tenemos 1.000 Municipios más que cuentan con 100.000 habitantes, hasta una 
pequeña población de 5.000 habitantes en enormes territorios. 


Sobre buena parte del país, concretamente la Amazonia y la Orinoquia, no podría proporcionar información, pues tiene un régimen 
o estatuto totalmente diferente a la propiedad. Me refiero a que los indígenas reivindicaron los resguardos asignados por la Corona 
y la Constitución los reconoció como territorios con un régimen diferente. Lo mismo ocurrió con las tierras de comunidades negras. 


SEÑORA VIANA.- Simplemente quería mencionar que tanto en Porto Alegre como en Bogotá, en este momento se están llevando 
a cabo experiencias sobre la producción de lotes para recibir a población de baja renta. No sé si es oportuno y si se dispone del 
tiempo suficiente, pero me parecería interesante mencionar el ejemplo de Porto Alegre, pues constituye un antecedente importante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, no disponemos de mucho tiempo, porque cuando funciona el Plenario no pueden sesionar 
las Comisiones, salvo pedido especial. Pero con mucho gusto les concedemos diez o doce minutos más. 


SEÑORA DE MORAES.- En nuestra ciudad, desde el inicio de la década del '90, el Gobierno Municipal, por cuenta de una 
reivindicación de la gente, en el proceso del presupuesto participativo, empezó a trabajar con los asentamientos informales, con 
una concepción de regularización de la tenencia de la tierra que no se reduce solamente a su titulación, sino también al 
mejoramiento de los barrios. A su vez, se hace un gran énfasis en la autoorganización de la gente para que este proceso sea 
sostenible. 


Alo largo de la década, asumimos la regularización de 70 asentamientos. Pero lo que ocurrió fue que la ausencia de la Ley Federal 
de Desarrollo Urbano nos puso en una situación de mucha dificultad para hacer la regularización. Digo esto porque no teníamos 
instrumentos para hacer, por ejemplo, la regularización colectiva de los asentamientos. Entonces, si tenía un asentamiento de 300 
familias, tenía que hacer uno por uno el proceso judicial de los lotes. Ese proceso fue muy lento y las comunidades tuvieron que 
tener mucha paciencia con esta política pública. Y lo que ocurrió fue que a lo largo de esa política continuaban ocurriendo en la 
ciudad nuevas ocupaciones, por lo que en 10 años se incrementaron de 300 a 450 los asentamientos informales. En consecuencia, 
el proyecto del urbanizador social que mencionó la señora Viana, está vinculado a un proceso que pretende, más allá de trabajar 
con la regularización -que sigue siendo nuestro compromiso con la gente que vive en esos asentamientos- obtener otro brazo en 
nuestra política que sea de prevención de la producción irregular de la ciudad. O sea, la gente no dice: "Voy a vivir en un 
asentamiento informal porque me parece muy agradable." La gente lo hace porque no encuentra lotes disponibles en el mercado 
formal que sean compatibles con sus ingresos. 


En resumen, es un proyecto que asocia el poder público de la Municipalidad con el de emprendedores privados para ofertar lotes 
para la población de bajos ingresos. En esta asociación, el Municipio da a los emprendedores algunas facilidades en la tramitación, 
flexibiliza patrones del parcelamiento y hace una tramitación más ágil. Además, se admite una urbanización progresiva de loteo. 
Los emprendedores, por su parte, hacen un proceso transparente de producción de loteo y junto con el poder público, llegan a un 
precio final de los mismos que incorpore un descuento considerando las facilidades que han tenido durante el proceso de 
aprobación. Al respecto ya tenemos algunos emprendedores interesados y ojalá podamos, en un futuro muy cercano, tener una 
oferta o una escala compatible con nuestra demanda de lotes regulares para la gente de bajos ingresos. De esta manera se puede 
frenar la producción informal de la ciudad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En nombre de la Comisión les agradecemos enormemente la información que nos han brindado. A su 
vez, les haremos llegar la versión taquigráfica de esta Comisión a los señores Legisladores que no pudieron concurrir en el día de 
hoy, lo cual será un insumo muy importante para el debate que tenemos en ambas Cámaras. Por otro lado, les deseamos que el 
resto de la estadía en Uruguay sea, por lo menos, con menos frío y un mejor tiempo. 

Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 19 minutos) 
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